SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°42
                                                  RADICACIÓN: 660012204000 2016 00165 00

ACCIONANTE:   VÍCTOR MANUEL JIMÉNEZ P.
NIEGA TUTELA

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Superación del hecho que tenía en vilo la garantía constitucional

“(…) estima esta Corporación que no se ha vulnerado por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) el derecho de petición que reclama el interno JIMÉNEZ PUENTES, pues dentro del plazo legal le informó cuál era el estado del proceso adelantado en su contra, qué audiencias se han evacuado, y cuáles las razones por las que a la fecha no se ha logrado realizar el juicio oral, cuya práctica está programada para los días 29 y 30 de noviembre de 2016.”
TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL/ Improcedencia, tardanza del proceso imputable a la defensa/ Imposibilidad de que por vía de tutela se defina el debate de responsabilidad que debe ser ventilado ante la ordinaria 
“(…) muchos de esos aplazamientos han tenido su génesis a causas atribuibles a la defensa del señor VÍCTOR MANUEL JIMÉNEZ -según se indicó por la accionada-, y si bien el actor merece que se resuelva de manera definitiva el proceso que se le sigue, ello per se no conlleva a predicar la violación de derechos fundamentales, pues se observa que el mismo ha sido beneficiado con las prerrogativas que la legislación procesal penal contempla para situaciones como la acaecida, nada diferente al hecho de que un juzgado de control de garantías ordenó su libertad por vencimiento de términos, lo que representa un correctivo por la mora del trámite judicial.

Frente a la manifestación que hace el accionante con respecto a la ausencia de responsabilidad en la ilicitud por la cual se juzga, debe limitarse a indicar esta Corporación que será con posterioridad al debate probatorio ventilado en el juicio oral donde se determine si le asiste o no compromiso en los hechos endilgados, terreno al cual no puede ingresar el juez constitucional en atención al principio de subsidiaridad que rige este trámite y a la autonomía que ostenta el juez ordinario para definir tal situación.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-043 de 2009.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (01) de julio de dos mil dieciséis (2016)

                                                                     Acta de Aprobación No. 677
                                                    Hora: 8:40 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor VÍCTOR MANUEL JIMÉNEZ PUENTES, contra el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al considerar vulnerado su derecho de petición.     

2.- SOLICITUD 

Refiere el interno JIMÉNEZ PUENTES que en mayo 13 de 2016 envió al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira pero con dirección a la Casa de Justicia del barrio Cuba de Pereira, solicitud para que se realizara la audiencia de juicio oral dentro del proceso que se adelanta en su contra y le sea resuelta su situación jurídica, petición que reiteró en junio 25 de 2016 sin recibir respuesta alguna.

Pide que se decida su situación judicial de manera eficaz y se tenga en cuenta la ausencia de responsabilidad en tanto es víctima y no victimario.

3.- CONTESTACIÓN

Al trámite se vinculó al Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Pereira, cuya titular informó que al señor VÍCTOR MANUEL JIMÉNEZ PUENTES se le sigue proceso por los delitos de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, en concurso con el delito de lesiones personales, bajo radicación 660016000035201400773, donde cuenta con abogado de la Defensoría del Pueblo y en la que se han surtido las audiencias de formulación de acusación y preparatoria, sin que el juicio oral se hubiere logrado efectuar, pues ha sido aplazada desde diciembre 4 de 2014, de las cuales 7 oportunidades han sido atribuibles a la defensa, fijándose desde abril 21 de 2016 como fecha para ello los días 29 y 30 de noviembre de 2016.

Aduce que el señor JIMÉNEZ PUENTES conoce su situación jurídica porque estuvo presente en las audiencias de legalización de captura que se llevó a cabo en El contadero (N.), así como de acusación y preparatoria efectuadas por el despacho, sin que actualmente se encuentre detenido por cuenta de ese proceso toda vez que un juzgado de control de garantías ordenó su libertad por vencimiento de términos. En cuanto a las peticiones elevadas  por el interno en mayo 16 y junio 25 -recibidos en junio 23 y julio 12, respectivamente-, a las mismas se les dio respuesta en  junio 23 y julio 12.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes, y aunque el despacho requirió al Coordinador de la Casa de Justicia del Barrio Cuba para que informara si allí se recibieron inicialmente las peticiones elevadas por el actor JIMÉNEZ PUENTES, se obtuvo respuesta negativa a ese respecto.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efecto de cesar dicho quebrantamiento.
5.2.- Solución

La acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor VÍCTOR MANUEL JIMÉNEZ PUENTES concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera afectado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira al no dar respuesta a los escritos elevados, donde pide se le decida la situación jurídica en el proceso en su contra.

Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, cualquiera sea el sentido de ésta frente a lo planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

Respecto a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, como así se expresó en la sentencia T-043/09
, donde igualmente se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental.” -negrillas fuera de texto-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Así mismo, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio se tiene que el ciudadano VÍCTOR MANUEL JIMÉNEZ PUENTES elevó petición al despacho donde se adelanta un proceso en su contra, en mayo  13 de 2016 y reiterado en junio 25 de 2016, pero como se desprende de la información plasmada en la tutela, existió por su parte un equívoco al señalar como dirección del Juzgado Segundo Penal del Circuito la Casa de Justicia del Barrio Cuba, misma que no corresponde a la de éste, y aunque se procuró obtener datos del Coordinador de esas dependencias respecto a la fecha de recibido de tal documentación y el trámite impartido, se recibió respuesta negativa en tal sentido.

No obstante lo anterior, de lo referido por la titular del juzgado accionado se puede colegir, sin equívoco, que las mencionadas peticiones les fueron arrimadas en  junio 23 y julio 12 de 2016, procediéndose dentro del lapso legal a dar respuesta a las mismas
, y para conocimiento del solicitante le fueron enviadas por medio de correo certificado
 al Establecimiento Penitenciario de Ipiales (N.) donde se recibieron y se entregaron al actor, como así lo refirió telefónicamente a esta Sala la Secretaria de Dirección de tal centro de reclusión
.

Como vemos, por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito se le informó al señor VÍCTOR MANUEL lo relativo al estado del proceso que se surte en su contra, así como la fecha que actualmente se encuentra señalada para realizar el juicio oral, mismo que no se ha podido efectuar por diferentes causas -varias de ellas atribuibles a su defensa-; e igualmente que en la audiencia preparatoria  celebrada en julio 29 y septiembre 10 de 2014, se dio la oportunidad para solicitar la práctica probatoria y allí estuvo debidamente asesorado por un abogado de la Defensoría Pública.

Si bien el actor aduce que no se le respondió dentro del término de ley, observa la Sala que en principio ello obedeció a que las peticiones fueron enviadas de manera errada a una dirección distinta a la del Juzgado accionado, lo que conllevó a la demora en la respuesta a su inicial requerimiento, pero aun así el referido despacho una vez conoció de la misma la respondió dentro del plazo de 15 días, como también ocurrió con el segundo escrito, los que se remitieron al Establecimiento Carcelario de Ipiales (N.), lugar en el cual efectivamente se recibieron y fueron entregados a su destinatario, como se indicó anteriormente.

En ese orden de ideas, estima esta Corporación que no se ha vulnerado por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) el derecho de petición que reclama el interno JIMÉNEZ PUENTES, pues dentro del plazo legal le informó cuál era el estado del proceso adelantado en su contra, qué audiencias se han evacuado, y cuáles las razones por las que a la fecha no se ha logrado realizar el juicio oral, cuya práctica está programada para los días 29 y 30 de noviembre de 2016. 
De otro lado y aunque es un hecho cierto que han transcurrido algo más de 19 meses desde que se intentó realizar por primera vez la audiencia de juicio oral -diciembre 4 de 2014-, muchos de esos aplazamientos han tenido su génesis a causas atribuibles a la defensa del señor VÍCTOR MANUEL JIMÉNEZ -según se indicó por la accionada-, y si bien el actor merece que se resuelva de manera definitiva el proceso que se le sigue, ello per se no conlleva a predicar la violación de derechos fundamentales, pues se observa que el mismo ha sido beneficiado con las prerrogativas que la legislación procesal penal contempla para situaciones como la acaecida, nada diferente al hecho de que un juzgado de control de garantías ordenó su libertad por vencimiento de términos, lo que representa un correctivo por la mora del trámite judicial.
Frente a la manifestación que hace el accionante con respecto a la ausencia de responsabilidad en la ilicitud por la cual se juzga, debe limitarse a indicar esta Corporación que será con posterioridad al debate probatorio ventilado en el juicio oral donde se determine si le asiste o no compromiso en los hechos endilgados, terreno al cual no puede ingresar el juez constitucional en atención al principio de subsidiaridad que rige este trámite y a la autonomía que ostenta el juez ordinario para definir tal situación.
En conclusión, esta Sala no evidencia vulneración a los derechos fundamentales reclamados por el actor y en consecuencia negará el amparo.

Aun así, se instará al juzgado de conocimiento para que adelante todas las gestiones que a bien considere pertinentes para impedir más aplazamientos de la audiencia de juicio oral, y de estimar que ello obedece a maniobras dilatorias deberá hacer uso de los poderes correccionales que la misma normativa le otorga para evitar que se entorpezca su labor.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo de los derechos reclamados por el señor VÍCTOR MANUEL JIMÉNEZ PUENTES.
SEGUNDO: INSTAR al Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Pereira (Rda.), para que se surta la audiencia de juicio en la fecha programada y se eviten sus aplazamientos; y en el evento de considerar que los mismos obedecen a maniobras dilatorias de los intervinientes, deberá hacer uso de los poderes correccionales que la normativa le otorga para prevenir que se entorpezca su labor de administrar justicia.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� En esa decisión la corte reiterado lo ya explicado en Sentencia T-669/03.


� Oficios 1502 de junio 28 de 2016 y 1616 de julio 12 de 2016. Ver folios 26 y 29. 


� Ver folios 28 y 31 fte. y vto. 


� Ver folio 32.
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